INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, sobre aprobación del Acuerdo entre la República de Chile y la Confederación Suiza sobre la Promoción y la Protección Recíproca de Inversiones y su Protocolo, suscritos en Berna, el 24 de septiembre de 1.999.



BOLETÍN Nº 2.622-10.

_________________________________







HONORABLE SENADO:





				Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, del 24 de octubre de 2000.



				Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión del 19 de diciembre de 2001, disponiéndose su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.



				Asistieron a las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, especialmente invitados, el señor Subsecretario de Relaciones Exteriores, don Cristián Barros; el señor Director de Asuntos Económicos de la Cancillería, don Andrés Rebolledo; el señor Jefe del Departamento ALADI de esa repartición, don Oscar Quina; y el Asesor de la señora Ministra de Relaciones Exteriores, don Rodrigo Quintana.



----------



				Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y particular a la vez.



----------







ANTECEDENTES GENERALES



				Para un adecuado estudio de esta iniciativa se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales, así como los restantes antecedentes que se consignan. 



				1.- Constitución Política de la República.- En su artículo 50, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación".



				El resto del numeral en comento precisa que la aprobación de un tratado se someterá a los trámites de una ley, agregando que las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor no requerirán nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley.



				Finalmente, el inciso tercero faculta al Congreso para que, en el mismo acuerdo aprobatorio, se autorice al Presidente de la República para dictar los decretos con fuerza de ley que estime necesarios para el cabal cumplimiento del acuerdo internacional correspondiente.



				2.- Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 22 de junio de 1981.-  En particular, deben tenerse presente los artículos 76  y siguientes, comprendidos en la Parte VII relativa a "Depositarios, notificaciones, correcciones y registros".



	3.- Historia Legislativa.- El origen del tratado sujeto a actual trámite legislativo, se remonta al “Acuerdo entre la República de Chile y la Confederación Suiza sobre Promoción y Protección Recíproca de Inversiones”, suscrito por ambos países con fecha 11 de noviembre de 1991. 



	Dicho Convenio, habiendo sido aprobado por la Honorable Cámara de Diputados en sesión del día 9 de julio de 1992, fue, no obstante, objetado por el Honorable Senado, quien reparó la norma del artículo 9, párrafo 3 del mismo. 



	En virtud de dicha disposición, el inversionista podía recurrir al arbitraje internacional cuando la sentencia del tribunal nacional del Estado receptor de la inversión, que conociere de la controversia suscitada entre el inversionista y dicho Estado, infringiere las disposiciones del Acuerdo.





	La indicada objeción fue superada mediante la sustitución de dicha norma por otra, conforme a la cual si una controversia sometida a la jurisdicción  nacional no obtiene dentro de un plazo de dieciocho meses una decisión sobre el fondo, de parte de un tribunal competente, ella podrá a petición del inversionista, ser remitida a la jurisdicción internacional, solución que ya ha sido aprobada por el Congreso Nacional en el tratado suscrito con Alemania sobre esta misma materia.



	Asimismo, y en otra innovación sobre el tema, se resolvió, en protocolo anexo, permitir la libre transferencia de capital en los plazos contemplados en el Estatuto de la Inversión Extranjera contenido en el decreto ley Nº 600, de 1974.



	Por consiguiente, y con las modificaciones introducidas, Chile y la Confederación Suiza, suscribieron en septiembre de 1999, un nuevo Acuerdo sobre Promoción y Protección Recíproca de Inversiones -ahora en informe-, en sustitución del firmado en noviembre de 1991, el que en todo caso ya había sido aprobado por el Parlamento suizo.



	Por último, cabe hacer presente que, en lo sustancial, ambos Acuerdos, con las salvedades descritas, contemplan los mismos compromisos.



				4.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Al fundar la iniciativa, el Ejecutivo señala que el propósito fundamental de este Acuerdo, es fijar y establecer un marco jurídico para regular los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como de los inversionistas extranjeros. Agrega que dicho estatuto compatibiliza el legítimo interés de los inversionistas extranjeros con el interés del Estado receptor de las inversiones. 



	Indica, respecto de la promoción y admisión de las inversiones, que un rasgo importante de este Acuerdo se refiere al compromiso de las Partes en orden a promover y fomentar la admisión de las inversiones provenientes desde el exterior y asegurar su adecuada protección, todo ello de acuerdo además a sus legislaciones internas. Destaca que sólo las inversiones hechas en conformidad a las normas internas, en el ámbito de aplicación personal, temporal y territorial del Tratado, gozarán de la plena protección del mismo.



	Señala que el Convenio se aplicará a las inversiones hechas antes o después de la entrada en vigencia del mismo, por inversionistas de una Parte en el territorio de la otra en conformidad a las disposiciones pertinentes.  Agrega que, no obstante, estas disposiciones no se aplicarán a divergencias producidas con anterioridad a su entrada en vigor.







	Establece, además, las siguientes reglas:



				- Tratamiento de las inversiones: dispone para el tratamiento de las inversiones las normas de "trato nacional" y "cláusula de la nación más favorecida".

	- Expropiación y compensación: en lo que se refiere a las inversiones extranjeras, se establece que respecto de ellas no procedería ni la expropiación ni la nacionalización ni la aplicación de otras medidas de efectos equivalentes sino sólo en favor del bien común, debiendo en tales casos procederse a la correspondiente indemnización.  Las medidas señaladas deberán ser, en todo caso, autorizadas por ley.

	

	Asimismo, la legalidad de la medida de expropiación, nacionalización u otra de efectos equivalentes, así como la cuantía de la indemnización procedente podrán discutirse en un procedimiento judicial ordinario.

				

				- Arreglo de diferencias: en materia de solución de controversias que surjan en el ámbito del Acuerdo, se distingue entre aquellas que puedan producirse entre las Partes Contratantes originadas en la aplicación e interpretación de éste, y aquellas que pueden surgir entre el Estado receptor de la inversión y un inversionista nacional de la otra Parte.

	Respecto de las primeras, si no pueden ser solucionadas por negociaciones directas, se establece un mecanismo de arbitraje obligatorio.

	En caso de controversias de una de las Partes y el Estado receptor de la inversión, que no hayan podido ser resueltas por consultas entre ellas, el inversionista podrá someterla a la jurisdicción nacional de la Parte contratante en cuyo territorio realizó la inversión, o bien, al arbitraje internacional. En este segundo caso, el inversionista puede elegir entre recurrir al Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones, creado por el Convenio de Washington de 18 de marzo de 1965, o bien a un tribunal de arbitraje "ad-hoc", establecido en conformidad a las reglas de arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, a menos que las mismas partes convengan otra cosa.

	

	El Tribunal Arbitral tomará en consideración para emitir el laudo las disposiciones del propio Acuerdo así como otros tratados vigentes entre las Partes, el derecho interno de la Parte Contratante receptora de la inversión, incluyendo sus normas de conflicto y los principios generales del Derecho Internacional.







	- Vigencia: El Acuerdo tendrá una vigencia de diez años, pudiendo prorrogarse después de dicho plazo indefinidamente, reconociéndose en todo caso, la facultad a cualquiera de las Partes para denunciarlo transcurridos diez años de vigencia.  Sin perjuicio de lo anterior, las inversiones realizadas antes de la notificación de denuncia seguirán regidas por las disposiciones de los Artículos 1 a 11 hasta los veinte años subsiguientes a dicha notificación oficial de denuncia.



	A continuación señala que, conjuntamente con la suscripción del Acuerdo, las Partes firmaron un Protocolo Anexo que constituye parte integrante del mismo, mediante el cual se complementan los artículos 5 y 9 del Convenio.



	Concluye señalando que, este Acuerdo reemplaza el suscrito entre los mismos Gobiernos el 11 de noviembre de 1991. Explica que difiere del anterior en el párrafo 3º del artículo 9º, disposición nueva que acoge el parecer del Honorable Senado durante la tramitación que tuvo ese instrumento en el Congreso Nacional -ya reseñada en el punto 3 de este informe-, y en el Protocolo, sólo en cuanto se le introdujeron las modificaciones que entre 1991 y 1999 experimentó la legislación chilena en materia de inversión extranjera.



				5.- Tramitación ante la H. Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje presidencial en sesión de la H. Cámara de Diputados a 14 de noviembre de 2000, disponiéndose su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.



				La citada Comisión estudió la materia en reuniones efectuadas los días 12 de diciembre de 2000, 5 y 19 de junio, y 10 de julio de 2001, aprobando por la unanimidad de sus miembros el proyecto en estudio. Del mismo modo, la Sala de la H. Cámara de Diputados aprobó el proyecto, con el voto de la unanimidad de sus miembros presentes, en la sesión realizada el 18 de diciembre del año 2001.



				6.- Descripción del Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de un Preámbulo, en el que se consignan los propósitos del mismo, y doce artículos. Asimismo, consta de un Protocolo anexo. 



	El texto completo de ambos instrumentos es el que consignamos a continuación: 









“ACUERDO ENTRE LA REPUBLICA DE CHILE

y

LA CONFEDERACION SUIZA

SOBRE LA PROMOCION Y LA PROTECCION RECIPROCA DE INVERSIONES



Preámbulo



La República de Chile y la Confederación Suiza,



DESEANDO intensificar la cooperación económica en beneficio mutuo de ambos Estados,



CON INTENCION de crear y de mantener condiciones favorables a las inversiones de inversionistas de una Parte Contratante en el territorio de la otra Parte Contratante,



RECONOCIENDO la necesidad de promover y de proteger las inversiones extranjeras en vista de favorecer la prosperidad económica de ambos Estados,



HAN CONVENIDO LO SIGUIENTE:





ARTICULO 1



Definiciones



	Para los efectos del presente Acuerdo:



(1)	El término “inversionista” designa, para cada una de las Partes Contratantes,



(a)	las personas naturales que, de acuerdo con la legislación de esa Parte Contratante, son consideradas nacionales de la misma;



(b)	las entidades jurídicas, incluyendo sociedades, corporaciones, asociaciones comerciales o cualquier otra entidad constituida o debidamente organizada de otra manera según la legislación de esa Parte Contratante, que tenga su sede, así como sus actividades económicas reales, en el territorio de dicha parte Contratante;



(c)	las entidades jurídicas constituidas conforme a la legislación de cualquier país, que fueran efectivamente controladas por nacionales de esa Parte Contratante o por entidades jurídicas cuya sede se encuentre en el territorio de esta misma Parte Contratante, donde la persona jurídica ejerza también su actividad económica real.



(2)	El término “inversiones” incluye todas las categorías de activos, y en particular:





(a)	la propiedad de bienes muebles e inmuebles, así como todos los demás derechos reales, tales como servidumbres, hipotecas, usufructo, prendas;



(b)	las acciones, cuotas sociales y cualquier otro tipo de participación en sociedades;



(c)	las acreencias monetarias y derechos a cualquier tipo de prestación de valor económico;



(d)	los derechos de autor, derechos de propiedad industrial (tales como patentes de invención, modelos de utilidad, diseños o modelos industriales, marcas de fabricación o de comercio, marcas de servicio, denominaciones comerciales o de origen), transferencias de conocimientos y derechos de llave;



(e)	las concesiones de derecho público, incluyendo las concesiones de investigación, de extracción o de explotación de recursos naturales, así como cualquier otro derecho conferido por la ley, contractual u otorgado por decisión administrativa en conformidad a la ley.



(3)	El término “territorio” incluye las áreas de la zona económica exclusiva y de la plataforma continental en la medida en que el Derecho Internacional autorice a la Parte Contratante respectiva el ejercicio de derechos de soberanía o jurisdicción en dichas áreas.





ARTICULO 2



Alcance del Acuerdo



(1)	El presente Acuerdo se aplicará a las inversiones efectuadas antes o después de la entrada en vigor del presente Acuerdo en el territorio de una Parte Contratante, de acuerdo con sus leyes y reglamentaciones, por inversionistas de la otra Parte Contratante.  No será en ningún caso aplicable a divergencias o controversias surgidas con anterioridad a su entrada en vigor.



(2)	El presente Acuerdo no se aplicará a las inversiones realizadas por personas naturales que sean nacionales de ambas Partes Contratantes a menos que dichas personas, a la fecha de la inversión y desde entonces hayan tenido su domicilio fuera del territorio de la Parte Contratante en la cual se realizó la inversión.





ARTICULO 3



Promoción, admisión



(1)	Cada Parte Contratante promoverá en su territorio, en la medida de lo posible, las inversiones de inversionistas de la otra Parte Contratante y admitirá tales inversiones conforme a sus leyes y reglamentaciones.



(2)	La Parte Contratante que haya admitido una inversión en su territorio, otorgará, conforme a sus leyes y reglamentaciones, los permisos necesarios en relación con dicha inversión, incluyendo la ejecución de contratos de licencia, de asistencia técnica, comercial o administrativa.  De la misma manera, ella facilitará el otorgamiento de los permisos necesarios para las actividades de consultores o de otras personas calificadas de nacionalidad extranjera.





ARTICULO 4



Protección, tratamiento



(1)	Cada Parte Contratante protegerá en su territorio las inversiones efectuadas según sus leyes y reglamentaciones por los inversionistas de la otra Parte Contratante y no obstaculizará, con medidas injustificadas o discriminatorias la gestión, el mantenimiento, la utilización, el disfrute, la ampliación, la venta y, si fuera el caso, la liquidación de dichas inversiones.



(2)	Cada Parte Contratante garantizará en su territorio un tratamiento justo y equitativo para las inversiones de los inversionistas de la otra Parte Contratante.  Este tratamiento no será menos favorable que el acordado por cada Parte Contratante a las inversiones efectuadas en su territorio para sus propios inversionistas o al otorgado por cada Parte Contratante a las inversiones efectuadas en su territorio para inversionistas de la nación más favorecida, siempre y cuando este último tratamiento fuera más favorable.



(3)	Si una Parte Contratante acuerda ventajas especiales a los inversionistas de un tercer Estado en virtud de un acuerdo estableciendo una zona de libre comercio, una unión aduanera o un mercado común, o en virtud de un acuerdo para evitar la doble tributación, no estará obligado a conceder las mismas ventajas a los inversionistas de la otra Parte Contratante.





ARTICULO 5



Libre transferencia



(1)	Cada Parte Contratante garantizará a los inversionistas de la otra Parte Contratante la transferencia, sin demora, en moneda de libre convertibilidad, de los pagos relacionados con una inversión, particularmente:



(a)	de los intereses, dividendos, utilidades y otros ingresos;



(b)	de amortizaciones de préstamos;



(c)	de importes destinados a cubrir los gastos relativos a la administración de las inversiones;



(d)	de regalías y otros pagos que se originen de los derechos enumerados en el artículo 1, párrafo (2), inciso c), d) y e), del presente Acuerdo;



(e)	de la aportación adicional de capital necesaria para el mantenimiento o desarrollo de las inversiones;



(f)	del producto de la venta o de la liquidación parcial o total de una inversión, incluyendo plusvalías eventuales.



(2)	Una transferencia se considera realizada sin demora cuando se ha efectuado dentro del plazo normalmente necesario para el cumplimiento de las formalidades de transferencia.  El plazo que en ningún caso podrá exceder de dos meses, comenzará a correr en el momento de entrega de la correspondiente solicitud, debidamente presentada.





ARTICULO 6



Expropiación, compensación



(1)	Ninguna de las Partes Contratantes tomará, directa o indirectamente, medidas de expropiación, nacionalización o cualquier otra medida de la misma naturaleza o efecto, afectando inversiones de inversionistas de la otra Parte Contratante, sino en favor del bien común, a condición que dichas medidas no sean discriminatorias, que sean autorizadas por ley y que den lugar al pago de una compensación efectiva y adecuada.  El importe de la compensación, incluyendo sus intereses, se efectuará en una moneda de libre convertibilidad aceptada por el inversionista y se pagará sin demora al beneficiario, sin tomar en consideración su domicilio o su sede.  La legalidad de la expropiación, nacionalización o medida equiparable, y el monto de la compensación deberán ser comprobables en procedimiento judicial ordinario.



(2)	Los inversionistas de una de las partes Contratantes cuyas inversiones hayan sufrido pérdidas por causa de guerra o de cualquier otro tipo de conflicto armado, revolución, estado de emergencia o rebelión, acaecidos en el territorio de la otra Parte Contratante, se beneficiarán, por parte de esta última, con un tratamiento acorde con lo establecido por el artículo 4, párrafo (2), del presente Acuerdo relativo a restitución, indemnización, compensación u otra medida válida.





ARTICULO 7



Condiciones más favorables



Sin perjuicio de lo establecido por el presente Acuerdo se aplicarán las condiciones más favorables existentes en la legislación nacional o aquellas que hayan sido o fueran convenidas por una de las Partes Contratantes con inversionistas de la otra Parte Contratante.





ARTICULO 8



Subrogación



Cuando una Parte Contratante haya acordado cualquier tipo de garantía financiera para cubrir los riesgos no comerciales con relación a una inversión efectuada por uno de sus inversionistas en el territorio de la otra Parte Contratante, esta última reconocerá la subrogación de la primera Parte Contratante en los derechos del inversionista, siempre y cuando la primera Parte Contratante haya efectuado un pago en virtud de dicha garantía.





ARTICULO 9



Controversias entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante



(1)	Para lograr una solución amigable sobre controversias relativas a las inversiones entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante, y sin perjuicio del artículo 10 del presente Acuerdo (Controversias entre Partes Contratantes), las partes interesadas celebrarán consultas.



(2)	Si estas consultas no permitieran solucionar la controversia en un plazo de seis meses a partir del momento de la reclamación, el inversionista podrá someter la controversia a la jurisdicción nacional de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión o a arbitraje internacional.  En este último caso el inversionista puede elegir entre:



(a)	al Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (C.I.A.D.I.), creado por el Convenio de Washington de 18 de Marzo de 1965, sobre arreglo de diferencias relativas a las inversiones entre Estados y nacionales de otros Estados.



(b)	a un tribunal de arbitraje “ad hoc” establecido, salvo acuerdo contrario de las partes, en conformidad con las reglas de arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (C.N.U.D.M.I.).



(3)	En caso de que el inversionista haya sometido la divergencia a la jurisdicción nacional será posible recurrir al tribunal arbitral mencionado en el párrafo (2) de este artículo, solamente si después de transcurridos dieciocho meses no exista del competente tribunal nacional una decisión sobre el fondo.



(4)	Por este acto las Partes Contratantes consienten en someter a arbitraje internacional las controversias relativas a inversiones.



(5)	La Parte Contratante partícipe en la controversia no podrá en ningún momento del procedimiento hacer valer como defensa su inmunidad o el hecho de que el inversionista haya recibido en razón de un contrato de seguro compensación total o parcial por el daño o pérdida sufrido.



(6)	Ninguna de las Partes Contratantes perseguirá la solución por la vía diplomática de una controversia sometida a arbitraje internacional, a menos que la otra Parte Contratante no observe y cumpla el laudo del tribunal arbitral.



(7)	  El tribunal arbitral decidirá sobre la base de las disposiciones del presente Acuerdo y de otros acuerdos relevantes entre las Partes Contratantes, de los términos de eventuales acuerdos particulares concluidos con relación a la inversión, del derecho de la Parte Contratante que sea parte en la controversia - incluidas las normas relativas a conflictos de leyes, como de los principios y normas del derecho internacional que sean aplicables.





ARTICULO 10



Controversias entre Partes Contratantes



(1)	Las controversias entre las Partes Contratantes relativas a la interpretación o a la aplicación de las disposiciones del presente Acuerdo se resolverán por la vía diplomática.



(2)	Si las Partes Contratantes no llegan a un acuerdo dentro de los doce meses contados a partir de la iniciación de la controversia, ésta será sometida, a solicitud de cualquiera de ellas, a un tribunal arbitral compuesto de tres miembros.  Cada Parte Contratante designará un árbitro, y ambos árbitros así designados nombrarán al presidente del tribunal, que deberá ser un nacional de un tercer Estado.



(3)	Si una de la Partes Contratantes no hubiera designado su árbitro y no diera respuesta a la invitación de la otra Parte Contratante de efectuar esta designación dentro de los dos meses, el árbitro será designado, a solicitud de esta última Parte Contratante, por el Presidente de la Corte Internacional de Justicia.



(4)	Si los dos árbitros no logran llegar a un acuerdo sobre la elección del presidente en el plazo de dos meses siguientes a su designación, este último será designado, a solicitud de cualquiera de las Partes Contratantes, por el Presidente de la Corte Internacional de Justicia.



(5)	Si, en los casos previstos en los párrafos (3) y (4) del presente artículo, el Presidente de la Corte Internacional de Justicia estuviera impedido de realizar dicha función, o si fuera nacional de cualquiera de las Partes Contratantes, las designaciones serán realizadas por el Vicepresidente y, si este último estuviera impedido, o si fuera nacional de cualquiera de las Partes Contratantes, los nombramientos serán realizados por el Juez de la Corte de mayor antigüedad que no sea nacional de cualquiera de las Partes Contratantes.



(6)	Salvo que las partes Contratantes acuerden lo contrario, el propio tribunal determinará su procedimiento. Además cada Parte Contratante sufragará los gastos ocasionados de su árbitro, así como los gastos de su representación en el procedimiento arbitral.  Los gastos del presidente, así como los demás gastos serán sufragados por igual por las dos Partes Contratantes, a menos que se adopte otro acuerdo.



(7)	Las decisiones del tribunal son definitivas y obligatorias para las Partes Contratantes.





ARTICULO 11



Observancia de obligaciones



Cada Parte Contratante respetará en todo momento las obligaciones contraídas con respecto de las inversiones de los inversionistas de la otra Parte Contratante.





ARTICULO 12



Provisiones finales



(1)	El presente Acuerdo entrará en vigencia, el día en que ambos gobiernos se hayan notificado que han cumplido con los requisitos constitucionales exigidos para la aprobación y puesta en vigor de los acuerdos internacionales.  Su vigencia será de diez años y se prolongará después por tiempo indefinido.  Transcurridos diez años, el Acuerdo podrá denunciarse por cada Parte Contratante en cualquier momento con un preaviso de doce meses.



(2)	En caso de aviso oficial de término del presente Acuerdo, las disposiciones de los artículo 1 al 11 continuarán aplicándose por un período de veinte años a las inversiones efectuadas antes de esa notificación oficial.



(3)	El presente Acuerdo será aplicable independientemente de que existan o no relaciones diplomáticas o consulares entre ambas Partes Contratantes.



HECHO en Berna a los 24 días del mes de septiembre de mil novecientos noventa y nueve en seis originales, de los cuales dos en español, dos en alemán y dos en inglés, siendo cada uno de los textos igualmente fidedigno.  En caso de divergencias el texto en inglés prevalecerá.



---





PROTOCOLO



En el acto de la firma del Acuerdo entre la República de Chile y la Confederación Suiza sobre Promoción y Recíproca Protección de Inversiones, los infrascritos plenipotenciarios han adoptado además las siguientes provisiones, que se considerarán parte integrante del Acuerdo.





Ad Artículo 5



Sin perjuicio de lo establecido en el Artículo 5, la República de Chile retiene el derecho de permitir la repatriación de capital una vez transcurrido un año desde que se haya efectuado por el inversionista.  En ningún caso un inversionista suizo será tratado menos favorablemente en asuntos de transferencia que cualquier inversionista de un tercer Estado.





Ad Artículos 5 y 9



Nacionales de una o de la otra Parte Contratante que tengan su residencia en el territorio de la Parte Contratante en la que esté ubicada su inversión, podrán, respecto de los artículos 5 y 9 de este Acuerdo, demandar solamente un tratamiento igual a los nacionales de esta Parte Contratante, a menos que sus inversiones estén constituidas por capitales ingresados desde afuera del territorio de esta Parte Contratante.



	HECHO en, Berna los 24 días del mes  de septiembre de mil novecientos noventa y nueve en seis originales, de los cuales dos en español, dos en alemán y dos en inglés, siendo cada uno de los textos igualmente fidedigno.  En caso de divergencias el texto en inglés prevalecerá.”.



----------





DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR





	El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Sergio Romero Pizarro, recordó que el proyecto de acuerdo en estudio fue objeto de una observación, respecto del tema de la competencia para conocer de las controversias suscitadas entre el Estado receptor de las inversiones y los inversionistas extranjeros.



	La señalada objeción estaba referida al párrado 3 del artículo 9 del Acuerdo, norma conforme a la cual el inversionista podía recurrir al arbitraje internacional cuando, a su juicio, la sentencia del tribunal nacional del Estado receptor de la inversión, que conociere de las referidas controversias, infringiere las disposiciones de la Convención.



	El referido reparo quedó subsanado mediante la sustitución de dicha norma por otra de acuerdo con la cual si una controversia, sometida a la jurisdicción  nacional, no obtiene dentro de un plazo de dieciocho meses una decisión sobre el fondo de parte de un tribunal competente, el inversionista podrá remitir dicha controversia a la jurisdicción internacional. Dicha solución ya ha sido aprobada por el Congreso Nacional en el tratado suscrito con Alemania sobre esta misma materia.



	Con la modificación introducida a la norma descrita, que objetivizó la misma, eliminando toda posible arbitrariedad en su aplicación, la Comisión estimó subsanada la objeción planteada, y aprobó unánimemente el proyecto de acuerdo en estudio.



				Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Romero, Bombal, Martínez, Ominami y Valdés.



----------





	En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:





PROYECTO DE ACUERDO



				"Artículo único.- Apruébanse el "Acuerdo  entre la República de Chile y la Confederación Suiza sobre la Promoción y la Protección Recíproca de Inversiones” y su protocolo, suscritos en Berna, el 24 de septiembre de 1999.".



----------







































				Acordado en sesión celebrada el día 22 de enero de 2002, con asistencia de los Honorables Senadores señores Sergio Romero Pizarro (Presidente), Carlos Bombal Otaegui, Jorge Martínez Busch, Carlos Ominami Pascual y Gabriel Valdés Subercaseaux.



				Sala de la Comisión, a 22 de enero de 2002.















































				JULIO CÁMARA OYARZO

	                                             Secretario 
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I.	BOLETÍN Nº:  2.622-10.



II. 	MATERIA: Proyecto de acuerdo sobre aprobación del Acuerdo  entre la República de Chile y la Confederación Suiza sobre la Promoción y la Protección Recíproca de Inversiones, y su Protocolo, suscritos en Berna, el 24 de septiembre de 1999.



III.	ORIGEN: Mensaje de S.E. el Presidente de la República.



IV.	TRÁMITE CONSTITUCIONAL: Segundo.



V.	APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: Unánime.



VI.	INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 19 de diciembre de 2001.



VII.	TRÁMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.



VIII.	URGENCIA:  No tiene.



IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:

	- El artículo 50, Nº 1, de la Constitución Política, que entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional contempla la de "aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación".



X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO DE ACUERDO PROPUESTO: Artículo único en el cual se propone la aprobación del Acuerdo -que a su vez consta de diez artículos-, y de su Protocolo anexo.



XI.	PRINCIPAL OBJETIVO DEL CONVENIO CUYA APROBACIÓN SE PROPONE: Establecer un marco jurídico que regule los derechos y obligaciones entre el Estado receptor de los capitales y los inversionistas extranjeros. 



XII.	NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: No hay.



XIII.	ACUERDOS: Aprobado en general y particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión. (5x0)



	Valparaíso, 22 de enero de 2002.





	JULIO CÁMARA OYARZO

   Secretario
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